TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA CIVIL FAMILIA 

Magistrada ponente: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, dieciséis de octubre de dos mil nueve

Acta No. 541 del 16 de octubre de 2009       


Expediente: 66001-31-03-004-2006-00192-01

Procede la Sala a decidir los recursos de apelación que interpusieron las partes en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por Mario Alberto Guerra Ramos, Adriana Lucía Gallego Marín y Sergio Alejandro Guerra Gallego contra la sociedad Flota Occidental S.A., respecto de la sentencia proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de agosto de 2008.

PRETENSIONES 

Solicitan los demandantes se declare responsable civilmente a la sociedad demandada por la muerte de las menores Natalia y María Camila Guerra Gallego y en consecuencia se le condene a pagarles las sumas de dinero relacionadas en la demanda, por concepto de  perjuicios morales, con sus intereses moratorios y las costas del proceso.

HECHOS

Como hechos constitutivos de la causa petendi invoca la parte actora los que a continuación se sintetizan:

1) El 5 de agosto de 2004 se presentó un accidente de tránsito en la vía que de Pueblo Rico conduce al corregimiento de Santa Cecilia, al precipitarse por un abismo el bus de servicio público de placas XIA-069 afiliado a la empresa Flota Occidental S.A. y asegurado en la Compañía de Seguros Colpatria S.A.

2) Como consecuencia de los golpes que en tal hecho recibieron, fallecieron Natalia y María Camila Guerra Gallego, hijas de Mario Alberto Guerra Ramos y Adriana Lucía Gallego Marín y hermanas de Sergio Alejandro Guerra Gallego, quienes han sufrido perjuicios de carácter moral, aunque difíciles de compensar en dinero, lo solicitan como paliativo del dolor representado en la angustia del núcleo familiar  que vio cercenada la vida de dos de sus miembros y descompuso de una manera evidente su nivel de vida.

3) Era responsabilidad del conductor y de la empresa a la que se encontraba afiliado el vehículo llevar sanas y salvas a las menores Natalia y María Camila hasta su destino final, pero el contrato no se cumplió.

ACTUACIÓN PROCESAL

1) Por auto del 14 de noviembre de 2006 el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira admitió la demanda y de ella dispuso correr traslado a la sociedad demandada por el término de veinte días.

2) Ésta, en su respuesta oportuna al libelo, actuado por medio de apoderado judicial, admitió los hechos primero y último; dijo que no le constaban el segundo, tercero y sexto y que no eran para responder el cuarto y quinto, por referirse a cuestiones de derecho. Se opuso a las pretensiones y como excepciones de fondo propuso las que denominó “Fuerza mayor y caso fortuito”, “Los intereses moratorios solo proceden una vez ejecutoriada la sentencia, fecha en la cual nace la obligación y la tasa es la legal y no comercial” y  “Prescripción”.

La misma sociedad llamó en garantía a Seguros Colpatria S.A., Sucursal Cali Corredores, aduciendo que tiene obligación contractual de reembolsarle el pago que tuvieren que hacer como resultado de una sentencia adversa, hasta concurrencia del valor asegurado con motivo de la póliza de seguros de responsabilidad civil contractual No. 800100034 que ampara el vehículo de placas XIA-069, pero admitido el llamamiento, no intervino en el proceso.

3) Vencido el término de traslado concedido a la parte demandante de las excepciones propuestas, se realizó la audiencia prevista por el artículo 101 del Código de Procedimiento Civil, sin que hubiese sido posible lograr la conciliación. Cumplidas las demás etapas previstas por esa disposición, se decretaron las pruebas solicitadas y practicadas en lo posible, se corrió  traslado a las partes para alegar. Ambas intervinieron en esa etapa.

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA

Se produjo el 1º de agosto de 2008.  En ella se declaró a la sociedad demandada responsable extracontractualmente “por la muerte de las menores Natalia y María Camila Guerra Gallego” y se le condenó a pagar a los padres la suma de $20.000.000 a cada uno y $10.000.000 al hermano, con sus intereses legales a partir de la fecha de ejecutoria de la sentencia y la parte vencida fue condenada a pagar las costas causadas. 

Para decidir así, empezó el juzgado por determinar la clase de responsabilidad que se invoca en la demanda como fundamento de las pretensiones y concluyó que se trataba de la extracontractual porque los demandantes reclaman los perjuicios morales que personalmente sufrieron  con la muerte de las dos menores y no son de los que éstas hubiesen recibido y transmitido a sus herederos; luego expresó que no consagran las disposiciones que la rigen una prescripción de corto tiempo y que la demanda se presentó de manera oportuna; que no demostró el transportador los hechos en que fundamentó su excepción de caso fortuito y fuerza mayor; que la relativa a la cuantía de los intereses no constituye propiamente excepción, pero que los civiles, aplicables al caso, que no los comerciales, deben reconocerse a partir de la ejecutoria de la sentencia. Por último expresó que como están probados los elementos que estructuran la responsabilidad de que se trata, las pretensiones de la demanda deben ser prohijadas. 

RECURSOS DE APELACIÓN

Contra lo así decidido ambas partes, por conducto de sus apoderados judiciales, interpusieron el recurso de apelación para ante esta Sala.

1) La parte demandada básicamente sostuvo que el funcionario de primera instancia no abordó la excepción de prescripción dentro del marco legal previsto para las acciones que directa o indirectamente provengan del contrato de transporte que como lo dispone el artículo 993 del Código de Comercio es de dos años, teniendo en cuenta que en este caso se trata de una responsabilidad indirecta porque entre los herederos y la empresa no existe contrato alguno, pero los perjuicios que sufrieron provienen precisamente del incumplimiento del convenio y que la ley no puede desdeñarse para mantener teorías jurídicas, porque solo en su ausencia la doctrina y la jurisprudencia se constituyen en fuentes sustitutivas de derecho.

Distingue entre la responsabilidad hereditaria o contractual y la extracontractual o personal que tienen  origen en el contrato de transporte y entre el daño que se causa por su inejecución y aduce que cuando la ejercen los herederos es indirecta porque la directa la tiene el pasajero mismo.

2) La parte demandante está inconforme con el monto de la indemnización en que fueron tasados los perjuicios morales reclamados, los que no se compadecen con la estrecha relación y con el dolor extremo sufrido por el núcleo familiar ante el fallecimiento de dos niñas cuyas esperanzas de vida se vieron truncadas por el proceder culpable del conductor del vehículo al servicio de la empresa demandada y cuya cuantía no permite superar en algo la angustia en su mayor intensidad. Aduce que aunque no se solicitó la indemnización por el daño a la vida de relación, ésta  resultó afectada y deberá tenerse en cuenta al momento de tasar los daños.

Reveló además su desacuerdo con la sentencia que no fijó intereses moratorios a cargo de la demandada desde la fecha en que se acreditó extrajudicialmente el siniestro por parte del asegurado, toda vez que tanto la sociedad Flota Occidental S.A. como la aseguradora concurrieron a la audiencia de conciliación extrajudicial, razón por la cual debe ordenarse su pago a la tasa máxima vigente desde el 23 de agosto de 2006.

CONSIDERACIONES 

Los presupuestos procesales para dictar sentencia de fondo se hallan satisfechos y no se observa causal alguna de nulidad que pueda afectar la validez de la actuación.

Los demandantes están legitimados en la causa por activa en su condición de padres y hermano de las menores María Camila y Natalia Guerra Gallego, como lo acreditan los documentos de origen notarial que se recogieron en el curso de esta instancia
. 

También lo está por pasiva la empresa Flota Occidental S.A., a la que se encuentra afiliado el vehículo en el que se desplazaban como pasajeras las citadas niñas, hecho no controvertido y que aceptó el representante de esa entidad al dar respuesta al libelo. 

RESPONSABILIDAD

El artículo 2341 del Código Civil dice : “El que ha cometido un delito o culpa, que ha inferido daño a otro, es obligado a la indemnización, sin perjuicio de la pena principal que la ley imponga por la culpa o delito cometido”. A partir de esa disposición la doctrina y la jurisprudencia han diseñado los tres elementos que configuran la responsabilidad aquiliana: un hecho generador del daño; la culpa o dolo del sujeto a quien se le endilga responsabilidad y la relación de causalidad necesaria entre uno y otro.

En los términos del artículo 2356 del Código Civil la culpa se presume cuando el daño se produce en el ejercicio de una actividad peligrosa y como tal se ha considerado la conducción de vehículos automotores. 

Las niñas Natalia y María Camila Guerra Gallego no se encontraban involucradas en la peligrosa actividad de manejar vehículo automotor. Por tanto, los demandantes  que reclaman la  indemnización pueden acudir a la acción de responsabilidad civil extracontractual apoyados en ese artículo y están relevados de acreditar la culpa, siendo suficiente demostrar la existencia del hecho causante del daño; también que el control efectivo, beneficio o goce sobre la actividad peligrosa se halla en cabeza de la persona a quien se demanda; que en ejercicio de esa actividad se produjo el daño; el perjuicio causado y su cuantía.

Está acreditado en el plenario la existencia del accidente, acaecido el 5 de agosto de 2004, en el que perdieron la vida las menores Natalia y María Camila Guerra Gallego. Esos hechos no han sido controvertidos por la empresa demandada que los aceptó al dar respuesta al libelo, tal como se deduce del contenido de ese escrito en el que al proponer las excepciones, pretende liberarse de la responsabilidad por la muerte de las citadas niñas, pasajeras suyas, en la ejecución de un contrato de transporte. El fallecimiento de las pequeñas se acreditó con los documentos de origen notarial que dan cuenta de sus defunciones
.

Demostrada la ocurrencia del accidente, que en él participó el vehículo afiliado a la sociedad demandada y que como consecuencia de ese acontecimiento se produjo la muerte de las referidas menores, hijas y hermano de los demandantes, hecho que les ocasionó un daño, se completan los elementos de la responsabilidad civil que los actores pretenden hacer valer.

INDEMNIZACION POR PERJUICIOS 

Solicitaron los demandantes se condenara a la sociedad demandada a pagarles por concepto de perjuicios morales la suma de $204.000.000 para cada uno de los padres de las víctimas y $102.000.000 para su hermano y expresaron su inconformidad con la  cuantía en que fueron fijados por el juzgado, que los tasó en $20.000.000 para cada uno de los dos primeros y en $10.000.000 para el último.

Se acreditó el vínculo de parentesco entre los demandantes y Natalia y María Camila Guerra Gallego, con los documentos de origen notarial  que se recaudaron en curso de esta instancia, que demuestran que son los señores Mario Alberto y Adriana Lucía sus padres y Sergio Alejandro su hermano, lo que permite presumir la existencia de una relación afectiva e  intensa entre ellos.  

Además de que la presunción de esa relación afectiva entre los demandantes y las víctimas no fue desvirtuada, las reglas sociales, sicológicas y de la experiencia enseñan que  los seres humanos, ante la muerte de los más cercanos miembros de la familia, experimentan sentimientos de dolor, soledad, vacío y pesadumbre. 

Sobre el tema ha dicho la Corte:

“...cuando se predica del daño moral que debe ser cierto para que haya lugar a su reparación, se alude sin duda a la necesidad de que obre la prueba, tanto de su existencia como de la intensidad que lo resalta, prueba que en la mayor parte de los supuestos depende en últimas de la correcta aplicación, no de presunciones legales que en este ámbito la verdad sea dicha el ordenamiento positivo no consagra en parte alguna, sino de simples presunciones de hombre cuyo papel es aquí de grande importancia, toda vez que quien pretenda ser compensado por el dolor sufrido a raíz de la muerte de un ser querido, tendrá que poner en evidencia —según se lee en brillantes páginas que forman parte de los anales de jurisprudencia administrativa nacional— no sólo el quebranto que constituye factor atributivo de la responsabilidad ajena “... sino su vinculación con el occiso (...) su intimidad con él, el grado de su solidaridad y, por lo mismo, la realidad de su afectación singular y la medida de esta ...”, añadiéndose que a tal propósito “... por sentido común y experiencia se reconocen presunciones de hombre de modo de partir del supuesto de que cada cónyuge se aflige por lo que acontezca al otro cónyuge, o los progenitores por las desgracias de sus descendientes y a la inversa, o que hay ondas de percusión sentimental entre parientes inmediatos ...” (Consejo de Estado, Sección 3ª; expediente 1651, aclaración de voto del conjuez doctor Fernando Hinestrosa, 25 de febrero de 1982), siendo por cierto esta línea de pensamiento la misma prohijada por la Corte (cfr, casación civil de 28 de febrero de 1990, arriba citada), hace poco menos de tres años, al proclamar sin rodeos y con el fin de darle al tema la claridad indispensable, que cuando en el campo de la prueba del daño no patrimonial la jurisprudencia civil ha hablado de presunción “ha querido decir que esta es judicial o de hombre…; resumiendo, entonces, no obstante ser tales, los perjuicios morales puros también “... están sujetos a prueba, prueba que, cuando la indemnización es reclamada por los parientes cercanos del muerto, las más de las veces puede residir en una presunción judicial. Y nada obsta para que ésta se desvirtúe por el llamado a indemnizar, poniéndole de presente al fallador aquellos datos que, en su sentir, evidencian una falta o una menor inclinación entre parientes...”
.

El perjuicio moral es indeterminable y de naturaleza extrapatrimonial, lo que ha permitido al juez ejercitar el arbitrium judicium en su reparación y como lo ha aceptado de vieja data la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia, más que ostentar un carácter resarcitorio, cumple una función paliativa, tratando con ella de obtener que la víctima reciba una compensación suficiente, acorde con la aflicción. 

La magnitud del daño causado y las consecuencias que hubiese producido son factores que necesariamente han de incidir en su valoración.

Este tribunal, siguiendo diferentes sentencias de la Corte Suprema de Justicia, ha venido estableciendo en suma no superior a $20.000.000 los perjuicios morales  cuando se trata de indemnizar el perjuicio moral que se causa a un padre por la muerte de un hijo y hasta por la mitad de aquella cifra cuando se trata de otros parientes
.

En el caso concreto, fueron dos las víctimas fatales del  accidente, lo que justifica aumentar el monto de la indemnización para establecerlas en $30.000.000 para cada uno de los progenitores y en $15.000.0000 para su hermano.

Considera la Sala que esas sumas cumplen la función satisfactoria que la caracteriza y que resultan desmesuradas aquellas que reclaman los actores, quienes además no pueden aludir al daño a la vida de relación para obtener se incremente su cuantía, porque éstos no se reclamaron con la  demanda y por tanto, imponer una condena por tal concepto, lesionaría el principio de la congruencia que consagra el artículo 305 del Código de Procedimiento Civil. 

Se confirmará entonces la decisión del juez de primera instancia, en cuanto concluyó que se causaron los perjuicios morales, pero su cuantía será modificada para establecerla en $30.000.000 para cada una de los padres y en $15.000.000 para el hermano, teniendo en cuenta el mayor sentimiento de dolor que aquellos sufrieron en este caso, ante la pérdida de dos integrantes del grupo familiar.

Como con la indemnización se pretende mitigar en algo a los demandantes el sentimiento profundo de dolor causado con  la muerte de Camila y Natalia, ya que el daño no puede ser reparado, no es del caso reconocer intereses sobre tales sumas desde la fecha en que se hizo la reclamación a la compañía aseguradora, que ni siquiera fue vinculada al proceso.

EXCEPCIONES

Aunque frente a las pretensiones formuladas la parte demandada propuso varias excepciones para enervarlas, producida la sentencia de primera instancia, mostró la sociedad demandada su inconformidad con ella exclusivamente porque no declaró la de prescripción en razón a que no abordó el fenómeno desde la óptica de la responsabilidad civil contractual y considera que ha debido hacerlo porque el perjuicio que sufrieron los demandantes surgió como consecuencia del incumplimiento de un contrato de transporte y por ende, ha debido aplicarse el artículo 993 del Código de Comercio, modificado por el 11 del Decreto 01 de 1990, que dice:

”Las acciones directas o indirectas provenientes del contrato de transporte prescriben en dos años.

“El término de prescripción correrá desde el día en que haya concluido o debido concluir la obligación de conducción.

“Este término no puede ser modificado por las partes.”

Es menester entonces establecer si es esa la norma a la que debe acudirse en este caso o si tuvo razón el juzgado al decidir que como se trata de una responsabilidad de naturaleza extractontractual la que le endilgan los demandantes a la empresa demandada, debe acudirse a las normas del Código Civil que regulan la prescripción de esa clase de acciones.

Cuando se produce el fallecimiento de un pasajero en la ejecución de un contrato de transporte, los herederos pueden entablar contra la empresa transportadora dos tipos de acciones por responsabilidad civil: la contractual, que surge por el incumplimiento del respectivo contrato, la que se trasmite a los herederos, y la  extracontractual en cabeza de quienes se vieron perjudicados con la muerte, pero que no eran parte del contrato.

Es decir, que la clase de acción que elijan los herederos del pasajero muerto contra el transportador dependerá de los perjuicios que quieran reclamar. De tratarse de los que personalmente hayan sufrido, deberán acudir a la acción de responsabilidad civil extracontractual; mientras que de pedir el reconocimiento de los que se hubieran causado a la víctima con el incumplimiento del contrato de transporte, deberán fundamentarse en la contractual.

Así lo explica en su jurisprudencia la Corte Suprema de Justicia:

“1. Cuando la víctima directa de un acto lesivo, fallece como consecuencia del mismo, sus herederos están legitimados para reclamar la indemnización del perjuicio por ella padecido, mediante el ejercicio de la denominada acción hereditaria o acción hereditatis, transmitida por el causante, y en la cual demandan, por cuenta de éste, la reparación del daño que hubiere recibido. Dicha acción es de índole contractual o extracontractual, según que la muerte del causante sea fruto de la infracción de compromisos previamente adquiridos con el agente del daño, o que se dé al margen de una relación de tal linaje, y como consecuencia del incumplimiento del deber genérico de no causar daño a los demás.

“Al lado de tal acción se encuentra la que corresponde a todas aquellas personas, herederas o no de la víctima directa, que se ven perjudicadas con su deceso, y mediante la cual pueden reclamar la reparación de sus propios daños. Trátase de una acción en la cual actúan jure proprio, pues piden por su propia cuenta la reparación del perjuicio que personalmente hayan experimentado con el fallecimiento del perjudicado inicial, y su naturaleza siempre es extracontractual, pues así la muerte de éste sobrevenga por la inobservancia de obligaciones de tipo contractual, el tercero damnificado, heredero o no, no puede ampararse en el contrato e invocar el incumplimiento de sus estipulaciones para exigir la indemnización del daño que personalmente hubiere sufrido con el fallecimiento de la víctima-contratante, debiendo situarse, para tal propósito, en el campo de la responsabilidad extracontractual.

“Se trata entonces de acciones diversas, por cuanto tienden a la reparación de perjuicios diferentes. La primera, puesta al alcance de los causahabientes a título universal de la víctima inicial, que se presentan en nombre del causante, para reclamar la indemnización del daño sufrido por éste, en la misma forma en que él lo habría hecho. La segunda, perteneciente a toda víctima, heredera o no del perjudicado inicial, para obtener la satisfacción de su propio daño…”

En el caso bajo estudio los demandantes no acuden al proceso como herederos, en reclamo de la indemnización por los perjuicios que sufrieron las víctimas del accidente; lo que de manera concreta solicitan es el reconocimiento del  perjuicio moral que personalmente sufrieron con su muerte y por tanto aunque tiene su origen en la ejecución de un contrato de transporte, su naturaleza es extractontractual.

Por tal razón, en materia de prescripción debe acudirse a las normas del Código Civil que consagran la prescripción extintiva, concretamente al artículo 2356, modificado por el 8º de la ley 791 de 2002, que fija la ordinaria en diez años y no a la especial del artículo 993 del Código de Comercio que la establece en dos años para las acciones que directa o indirectamente tengan su origen en el contrato de transporte. Así lo explica la doctrina:

“Igual cosa sucede cuando, a pesar de existir de por medio un contrato, los herederos del acreedor contractual o cualquier otro tercero sufre un perjuicio derivado del mismo hecho, por el cual demandan reparación. En tal caso, la prescripción de la acción personal no será la de la acción contractual, sino la dela acción extracontractual. Esta situación se presenta concretamente en el contrato de transporte, pues el artículo 1006 del Código de Comercio consagra expresamente la existencia de la acción hereditaria contractual y la de la acción personal extractontractual de los herederos del pasajero fallecido. En este caso, la prescripción de la acción hereditaria será de dos años, según lo previsto en el artículo 993 del Código de Comercio, mientras que la prescripción de la acción personal será de diez años, en virtud de lo dispuesto en el artículo 2356, C. de Co. (sic)  

“Estas dos acciones existente ni solo en materia de transporte, sino que se presentan como principio general de derecho civil y comercial, inclusive en materia laboral. De acuerdo con ello, cuando los herederos de la víctima contractual actúan a título hereditario, la prescripción que se aplica será la contractual; en cambio, si actúan a título personal, las normas de prescripción aplicables serán las de la responsabilidad aquiliana.”

Por tal razón, no pueden acogerse los argumentos del impugnante, quien a pesar de entender que se está frente a una acción de naturaleza extracontractual reclama la aplicación de normas propias del incumplimiento del contrato de transporte.

CONCLUSIONES Y FALLO

De acuerdo con lo expuesto, ha de confirmarse la sentencia objeto de revisión, pero se modificará la cuantía de las condenas impuestas.

La parte demandada será condenada a pagar las costas causadas en esta instancia, pero solo por el 10% de su valor, teniendo en cuenta que la excesiva cuantía en que pretendieron se establecieran los perjuicios causados no fue reconocida.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Civil Familia del Tribunal Superior del distrito Judicial de Pereira Risaralda, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 

RESUELVE:

PRIMERO:  CONFIRMAR la  sentencia  proferida por el Juzgado Cuarto Civil del Circuito de Pereira, el 1º de agosto de 2008, en el proceso ordinario sobre responsabilidad civil extracontractual promovido por Mario Alberto Guerra Ramos, Adriana Lucía Gallego Marín y Sergio Alejandro Guerra Gallego contra la sociedad Flota Occidental S.A.

SEGUNDO: MODIFICAR el numeral segundo de la referida providencia, para condenar a la sociedad demandada a pagar por concepto de perjuicios morales a cada uno de los padres de las víctimas la suma de $30.000.000 y al hermano la de $15.000.000.

TERCERO:  Se condena a la parte demandada a pagar las costas causadas en esta instancia por el 10% de su valor.  Tásense.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE,

LOS MAGISTRADOS, 





CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

GONZALO FLÓREZ MORENO

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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